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COMENTARIOS SOBRE EL PROCEDIMIENTO EXTRAJUDICIAL 

PARA RESOLVER LAS RECLAMACIONES DE DAÑOS PERSONALES POR ACCIDENTES DE CIRCULACION

Ante la propuesta del Ministerio de Justicia de establecer un procedimiento extrajudicial para la reclamación de los daños personales sufridos en accidentes de circulación, añadiendo una disposición transitoria en el nuevo Código Penal modificando el artículo 7 de la Ley 21/2007, de 11 de julio, por la que se modifica el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, y tras la reunión mantenida y el examen de la propuesta, queremos manifestar que valoramos el interés en dar una respuesta a la posible situación que se puede generar tras la entrada en vigor del nuevo CP, aunque no estamos de acuerdo con la misma y adjuntamos el documento que contiene nuestra propuesta sobre la modificación del art. 7.

Al respecto queremos reiterar lo comentado en la reunión que mantuvimos en el Ministerio de Justicia y que incluimos en nuestra propuesta, en el siguiente sentido:

· Reiteramos una clara oposición a la despenalización de las imprudencias en el tráfico, manteniendo nuestra petición y reivindicación de que cualquier imprudencia que cause heridas o la muerte a una persona debe estar incluida en el Código Penal. La sociedad y especialmente las víctimas merecen y tienen el derecho a una respuesta por parte de los órganos judiciales tras el daño sufrido y ello sólo puede producirse si, en el ámbito de la seguridad vial, se consideran delitos las imprudencias con resultado de lesiones o muerte. No olvidemos que los principales perjudicados de las imprudencias en el tráfico son las víctimas y son quiénes necesitan protección y amparo. 

· Reiteramos nuestra petición de exención del pago de tasas para las personas que han sufrido daños y perjuicios causados en accidentes de circulación, tanto víctimas directas como indirectas. Recordemos que se trata de la reclamación de una indemnización que tiene su origen en una agresión en la movilidad y que sin duda excede del ámbito meramente privado. Por ello, hemos incluido una doble petición. Por un lado la modificación del artículo 2 apartado 5 del Proyecto de Ley de Justicia Gratuita aprobado recientemente por el Consejo de Ministros, para que queden incluidas todas las victimas y perjudicados en accidentes de circulación, tanto por lesiones como por fallecimiento. 
Por otro lado, que se incorpore otra disposición transitoria que introduzca la exención del pago de tasas para las reclamaciones en vía civil de daños y perjuicios sufridos en accidentes de circulación.

· Proponemos un procedimiento de mediación, que aún cuando difícilmente puede aplicarse de inmediato, a nuestro entender es la solución mejor, pudiendo hacerse las previsiones legales para un desarrollo reglamentario que defina y prepare su efectividad y aplicación en un futuro.

·  Reiteramos nuestra oposición a la intervención de los forenses en este momento al carecer de la especialización y preparación necesarias para realizar una valoración adecuada, especialmente en determinados tipos de lesiones. No debemos olvidar el carácter de prueba privilegiada que tienen los informes médicos forenses en los tribunales, por lo que su intervención, en estas circunstancias, puede ser negativa para las víctimas. Por ello, en este momento, proponemos una prueba pericial médica complementaria de mutuo acuerdo entre las partes únicamente cuando realice el reconocimiento e informe un perito médico valorador del daño corporal especialista en las lesiones concretas. 
· No obstante, puesto que el Ministerio nos ha informado que va a acometer un plan de formación y especialización de este cuerpo, y que esperamos pase por el MIR en su especialización de “Medicina Física y Rehabilitación” y un posterior Master de Valoración del Daño Corporal, su intervención futura si será posible. Ambas asociaciones reiteramos nuestra disposición a participar en la formación de los forenses (presentes y futuros), para que conozcan las consecuencias reales de las lesiones más graves y la repercusión en la vida diaria (familiar, laboral, social, etc) de los lesionados.

·  Nos manifestamos a favor de los acuerdos extrajudiciales en materia de indemnizaciones, como de hecho actualmente se está produciendo en un elevadísimo porcentaje de los casos, y que sin duda seguirá así si se da una colaboración y transparencia en las actuaciones de ambas partes, recalcando que la parte más “débil” es la víctima y por tanto es la parte que necesita de mayor protección.

· No se puede exigir al lesionado/perjudicado que para realizar la reclamación “extrajudicial” previa, deba acompañar “documentación médica que permita la cuantificación del daño”, pues en la práctica normalmente no se dispone de ello y simplemente se tiene un parte de urgencias y poco más. 
La simple reclamación con los datos esenciales debe ser suficiente para iniciar el procedimiento extrajudicial. 

· Para facilitar los acuerdos, el lesionado debe colaborar con el médico designado por la aseguradora, accediendo al reconocimiento para determinar el daño sufrido, pero a su vez el lesionado debe recibir una copia del informe que realice el médico valorador, en un plazo razonable que hemos establecido en 20 días desde el reconocimiento. El médico valorador debe tener la preparación y especialización adecuadas, constando así en el informe que emita,

· La oferta motivada debe ir siempre acompañada de una copia de los informes médicos, periciales y demás documentos en que se base la cuantificación de la indemnización, con el desglose detallado de los distintos conceptos indemnizatorios, para que el lesionado tenga suficientes elementos de juicio para decidir su aceptación o no.   

· Apoyamos la propuesta de la Fiscalía de Seguridad Vial sobre la apertura de diligencias a prevención, aunque entendemos que debe aplicarse a cualquier accidente en que resulte alguna persona herida, de la gravedad que sea, y desde luego en caso de fallecimiento. Debe entenderse, pues, que en estos casos por el resultado de la imprudencia se incoaran a su vez diligencias previas para la investigación y posterior calificación de los hechos. En los supuestos de la incoación de diligencias penales, no será necesaria la reclamación previa y el asegurador deberá emitir la oferta motivada a partir del momento en que tenga conocimiento y dentro del plazo previsto. En caso de sobreseimiento  

Apoyamos esta propuesta, según el contenido que consta en el documento anexo, como “mal menor”, pues como hemos manifestado al inicio de estos comentarios y siempre que tenemos ocasión, consideramos que todas las imprudencias que causen la muerte o heridas a una persona deben estar tipificadas en el Código Penal y una vez calificada la imprudencia, veremos que tipo de pena se debe aplicar, como por ejemplo TBC, cursos SV, retirada del permiso de conducir y en aquellos casos que revistan suficiente gravedad, pena de prisión. Lo contrario ni lo entendemos, ni ayuda a las políticas de seguridad vial que tan buenos resultados están dando, ni es compartido por la mayoría de la sociedad, ni resulta aceptable social y moralmente. 
Que la muerte en el asfalto o secuelas permanentes de una persona se dirima con una reclamación privada entre partes, en que sólo interviene la aseguradora y ni siquiera se retira el permiso de conducir, ni se paga una multa,  ni se exige un curso de sensibilización y reeducación en seguridad vial, dice muy poco de los valores de nuestra sociedad y esperamos que sea rectificado en el texto del Código Penal que resulte aprobado finalmente.

Por último, queremos destacar que no debemos poner más trabas a las víctimas o establecer exigencias que dificulten el proceso y agraven su situación,  si no facilitar y proteger sus derechos.
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